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Barranquilla 20 de octubre del 2017 
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Centro Operativo 

Orden de servicio: 
PO. BARRANQUILLA 
8665981 

Al responder por favor citar esté número de radicado 
Señor 
SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES DE LA EMPRESA "BAVARIA" 
"SINTRAEMBAV" 
Calle 24 A No 37-37 Barrio Salamanca del municipio de Soledad 
Soledad-Atlántico 

Asunto: 	Procedimiento 	: Averiguación preliminar 
Querellante 	: SINTRAEMBAV 
Querellado 	: BAVAR1A S.4 
Radicación 	: 3218 (08/05/2014) 
Auto 	 : 0261(22/05/2014) 

Respetado señor, 

De conformidad con lo dispuesto en el acto administrativo contenido en la RESOLUCION Número 00000398 del 
24 de abril del 2017 sírvase comparecer a la Secretaría de la Dirección Territorial del Atlántico, ubicada en la 
carrera 49 número 72 — 46 de Barranquilla, con el fin de notificarlo personalmente del acto administrativo "Por la 
cual se declara la perdida de competencia contemplada en el artículo 52 de la 1437 del 2011". De no 
comparecer dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al envío de la presente comunicación, se procederá a 
su notificación por aviso, tal como lo dispone el artículo 69 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, pudiéndose remitir el aviso a la dirección, número de fax o correo electrónico que 
figuren en el expediente o que se puedan obtener del registro mercantil. 

Lo anterior para que ejerza sus derechos de contradicción y defensa, pudiendo nombrar defensor para que lo 
represente en el curso de las diligencias. 

Para la notificación, podrá delegar en cualquier persona mediante poder, el cual no requerirá presentación 
personal, el delegado sólo estará facultado para recibir la notificación y toda manifestación que haga en relación 
con el acto administrativo se tendrá, de pleno derecho, por no realizada. 

Cordialmente, 

Y 	 CASTIBLANCO PEREZ 
uxiliar Administrativo 

Anexo: 

Transcriptor: Yuranis C 
Elaboró: Yuranis C 
Revisó/Aprobó: Yuranis C 
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471 
Servicios Postales 
Nacionales S.A. 
7,U9:0.062917-9 
OG25095455 
Linea Nal: 01 8000 111 210 

Eaálaar 
Nombre/ Razón Social 
MINISTERIO DEL TRABAJO - 
MINISTERIO DEL TRABAJO - 
BARRANO LA 
Dirección:Carrera 54 N° 72-80, 
Pisos 16 y 17 

Ciudad:BARRANQUILLA 

De pa rta mento:ATI.ANTICO 

Código Postal:080001646 

Envío:PC001849779C0 

DESTINATARIO 
Nombre/ Razón Social: 
SINDICATO SINTRAEMBAV 

Dirección:Ct. 24A 37 37 BRR 
SALAMANCA 

Ciudad:SOLEDAD_ATLANTICO 

Departamento: ATLANTICO 

Código Postal:083002301 

Fecha Admisión: 
25/10/2017 09:42:27 

ba fi-vaso-lije de cartp070200 de n0/05/2011 
Badil: Releve*. Frene Mama, no rno rana 

SERVICIOS POSTALES NACIONALES S.A NIT,900.062.917-9 

MENSAJERIA COLOMBIA EFICIENTE MDTB 19675 

25/10/2017 09:42:27 
26/10/2017 

Nombre! Razón Social: 
MINISTERIO DEL_TRABAJO - MINISTERIO DEL TRABAJO - BARRANQUILLA 

Dirección:Carrera 54 N° 72-80, Pisos 16 y 17 	 NIT/C.C/T.1:830115226 Referencia: 	 Teléfono: 	 Código Postal:080001648 Ciudad:BARRANOUILLA 	 Depto:ATLANTICO 	Código Operativo:8888535 

Nombre/ Razón Social: SINDICATO SINTRAEMBAV 

Dirección-CL 24A 37 37 BRR SALAMANCA 
Tel: 

Código Postal:083002301 	Código Cludad:SOLEDAD_ATLAN1C0 	Depto:ATLANTICO 

Peso Fisico(grs):200 
Peso Volumétrico(grs):0 
Peso Facturado(ers):200 
Valor Declarado:$0 

Valor Flete:$2.346 
Costo de manejo:$0 

Valor Total:$2.346 

ductutoluenfr 6  OCT 201 

Fecha Admisión: 
Fecha Aprox Entrega: 

Operativo:8888575 

Firma nombre y/o sello de qu en recibe: 

No reside 
No reclamado 
Desconocido 
Dirección errada 

Rehusado 
Cerrado 
No contactado 

Fallecido 
Apartado Clausurado 
Fuerza Mayor 

Tel: 	 Hora: 

ladigill9 !YEN 

Causal Devoluciones: 



Libertad y Orden 

4.. 

1 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

MINISTERIO DEL TRABAJO 

RESOLUCIÓN NÚMERO 00 0 3 9 r 
41, 2017 

"Por la cual se declara la pérdida de competencia contemplada en el artículo 52 de la Ley 1437 
de 2011" 

LA DIRECTORA TERRITORIAL DEL ATLÁNTICO (E) DEL MINISTERIO DEL TRABAJO 

En uso de sus facultades legales, y en especial las consagradas en el Código Sustantivo del Trabajo, 
Ley 1437 de 2011, las Resoluciones 000404 del 22 de marzo de 2012, 002143 del 28 de mayo 28 de 

2014, y previo los siguientes 

ANTECEDENTES 

1. Mediante la Resolución número 000499 del 15 de Julio de 2015, la Coordinación del Grupo de 
Prevención, Inspección, Vigilancia y Control de la Dirección Territorial del Atlántico, declaró 
que la empresa BAVARIA S. A. violaba el artículo 400 del Código Sustantivo del Trabajo, al 
retener las cuotas sindicales a favor de la organización sindical "SINALTRAEMBAV" hoy 
"USTIAM", y en consecuencia le fue impuesta como sanción, una multa por la suma de 
$12.880.000.00 equivalente a veinte (20) salarios mínimos, destinados al SENA. 

2. La sociedad BAVARIA S. A. presentó el recurso de reposición y en subsidio el de apelación 
contra la Resolución 000499 del 15 de Julio de 2015, a través del escrito radicado con el 
número 6419 del 19 de Agosto de 2015. 

3. Con la Resolución número 000038 del 22 de Enero de 2016, la Coordinación del Grupo de 
Prevención, Inspección, Vigilancia y Control de la Dirección Territorial del Atlántico, confirmó 
el acto administrativo recurrido, concediendo el recurso de apelación, por lo que ordenó la 
remisión del expediente a éste Despacho. 

4. El día 7 de Marzo de 2015 la Secretaría de la Dirección Territorial del Atlántico recibe el 
expediente correspondiente al procedimiento administrativo adelantado a la sociedad 
BAVARIA S. A. (Memorando 00002602 visible a fl. 167 del expediente) 

CONSIDERACIONES 

PROBLEMA JURÍDICO A RESOLVER. 

En la presente decisión se estudiará la pérdida de competencia de la Dirección Territorial del Atlántico 
para decidir el recurso de apelación, de cara a la configuración de la condición establecida en el 
artículo 52 de la Ley 1437 de 2011 o Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. 

MARCO NORMATIVO 

Respecto al problema jurídico planteado, el artículo 52 de la Ley 1437 de 2011 o Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo dispone: 
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"La hipótesis de silencio administrativo positivo que introduce el artículo 52 de la Ley 1437 de 2011 n 
considerar contraria al derecho al debido proceso de la administración ni al orden social justo, pues e 
al que le corresponde definir la situación jurídica de los administrados. Cosa distinta es la responsabi 
patrimonial del funcionario que omitió resolver en tiempo, asunto éste que el precepto acusad 
expresamente. Por el contrario, su inclusión en el ordenamiento jurídico reconoce que la administrad 
deber de respeto por los derechos fundamentales de los administrados. Por tanto, esta fiq 

.ón del circunstancias excepcionales como la fuerza mayor o el caso fortuito que justifiquen la mora en la res•lu 

o - 
recurso, se ajusta al artículo 29 constitucional. Ella tampoco resulta incompatible con la facultad que s c sagra 
en el artículo 92 de la Constitución, porque su reconocimiento deja incólume la facultad que tiene to • a rsona 

• natural o jurídica de solicitar la aplicación de sanciones penales o disciplinarias, las cuales, como se ex licó en 
precedencia deben observar el debido proceso, que entre sus elementos estructurales tiene el cump m nto de  
los plazos fijados por el legislador para la adopción o agotamiento de etapas y decisiones. Fina me te, es 
pertinente señalar que el caso analizado difiere de aquellos estudiados por esta Corporación en mat ria penal, 
en los que se ha señalado que el simple paso del tiempo no puede beneficiar al investigado, como par e tender 
terminada una actuación, toda vez que existen intereses de otros sujetos que pueden resultar vulnera os con tal 
decisión, como es el caso de las víctimas y la obligación del Estado de investigar los hechos pu ibl s. Los 
intereses en juego en el caso de los procesos penales y en las infracciones administrativas son dive so y, por 
tanto, no son objeto de comparación como lo supone el demandante y uno de los intervinientes. 

a usado El legislador en el nuevo Código Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011, introdujo en el text 

a 

"Artículo 52. Caducidad de la facultad sancionatoria. Salvo lo dispuesto en leyes especiales, la f. cul ad que 
tienen las autoridades para imponer sanciones caduca a los tres (3) años de ocurrido el hecho, la on • ucta u 
omisión que pudiere ocasionarlas, término dentro del cual el acto administrativo que impone la sa ció debe 
haber sido expedido y notificado. Dicho acto sancionatorio es diferente de los actos que res el en los 
recursos, los cuales deberán ser decididos, so pena de pérdida de competencia, en un términ d= un (1) 
año contado a partir de su debida y oportuna interposición. Si los recursos no se deciden en el té 	fijado  
en esta disposición, se entenderán fallados a favor del recurrente, sin perjuicio de la responsabilidad •a !monja! 
y disciplinaria que tal abstención genere para el funcionario encargado de resolver. 

Cuando se trate de un hecho o conducta continuada, este término se contará desde el día siguiente 
que cesó la infracción y/o la ejecución. 

La sanción decretada por acto administrativo prescribirá al cabo de cinco (5) años contados a partir 
de la ejecutoria. 

NOTA: Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentenci 
2011." (negrilla fuera de texto). 

Sobre el particular es pertinente resaltar, que la norma hace alusión a la interposición de los 
de manera genérica, de lo que se desprende que el término de un año se computa d 
conjunta para la resolución de todos los recursos ordinarios, interpuestos por el administrado 
decisión de la administración, es decir para los recursos de reposición, apelación y queja. 

A su turno la Honorable Corte Constitucional al declarar la exequibilidad del texto subrayado, 
relación a los efectos y consecuencias de la declaratoria de pérdida de competencia para re 
recursos, al referirse a la procedencia del silencio administrativo positivo a favor del recurre 
no resolución oportuna de recursos contra actos sancionatorios, de cara al orden justo, 
proceso y los principios de celeridad y eficacia de la función administrativa, precisó: 

Y continuó precisando la alta Corporación: 

una nueva hipótesis en la que la ausencia de respuesta de la administración frente a un requerimiento es•ecífico 
del administrado, en este caso, la interposición de un recurso, se entiende resuelto a su favor. La re• la i eneral 
en nuestro ordenamiento ha sido que agotados los plazos que tiene la administración para dar resp ese. a un 
requerimiento de carácter general o individual sin que aquella se produzca, ha de entenderse e• Ido el 
requerimiento. Esta figura ha sido denominada silencio administrativo negativo y consiste en una ficció p. ra que 
vencidos los plazos de ley sin una respuesta por parte de la administración, se genere un acto ficto po m dio del 
cual se niega la solicitud elevada, acto que el administrado puede recurrir ante la misma administ cr n o la 
jurisdicción. Excepcionalmente, el legislador puede determinar que la ausencia de respuesta se entien a r suelta  
a favor de quien la presentó, figura que se conoce con el nombre de silencio administrativo positiv 	n este 
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evento, la omisión de respuesta genera a favor del interesado su resolución en forma afirmativa, la que se debe 
protocolizar en la forma en que lo determina el artículo 42 del Código Contencioso Administrativo, actualmente 
vigente, para hacer válida su pretensión. En términos constitucionales se puede definir la figura del silencio 
administrativo como una herramienta que el legislador ha dispuesto para que el ciudadano pueda: ñ hacer valer 
sus derechos ante la administración de justicia, en el caso del silencio administrativo negativo, por cuanto no 
puede quedar indefinidamente a la espera de una respuesta por parte del este estatal encargado de resolverla, 
hecho que hace necesario crear un mecanismo para que pueda acudir ante la misma administración recurriendo 
el acto ficto o ante la jurisdicción o, ii) ver satisfechos sus derechos ante la omisión de la administración, en el 
caso del silencio administrativo positivo, en la medida en que el mutismo de aquella concreta en su cabeza un 
derecho." (subrayado fuera de texto). 

El CASO CONCRETO. 

De la resolución No. 000499 del 15 de Julio de 2015, se notificó por aviso al Apoderado de las 
sociedad BAVARIA S. A., quien dentro del término legal — Agosto 19 de 2015- interpuso los recursos 
de reposición y subsidiario de apelación, y respecto de los cuales la Administración sólo decidió 
oportunamente el primero de los citados, más no el segundo, configurándose así las condiciones 
establecidas tanto en el artículo 52 de la Ley 1437 de 2011 como en la sentencia C-875 de 2011 
emitida por la Honorable Corte Constitucional para que opere el fenómeno jurídico de pérdida de 
competencia para decidir el recurso, y relacionadas en primer lugar, con el factor temporal; y en 
segundo lugar, con la ausencia de circunstancias excepcionales como la fuerza mayor o el caso 
fortuito, que justifiquen la no resolución del recurso o en la configuración de causales de suspensión 
de la actuación que prorroguen en el tiempo la competencia para el funcionario de resolver los 
recursos interpuestos, como efecto se presentaría para el trámite de los eventos contemplados en el 
artículo 11 del citado ordenamiento. 

En efecto, nótese que el término establecido en la citada normativa para decidir el recurso de 
apelación se cumplió el 19 de Agosto de 2016, por cuanto el escrito impugnatorio además de 
encontrarse debidamente sustentado, también lo fue en forma oportuna, en tanto se radicó el 19 de 
Agosto de 2015, es decir dentro del término legal concedido, de cara a la fecha de notificación por 
aviso (enviado el 30 de Julio de 2015) de la Resolución sancionatoria No. 000499 del 15 de Julio de 
2015. 

De otra parte, dentro del expediente no obra constancia que dé cuenta de haberse presentado 
circunstancia alguna de fuerza mayor o caso fortuito calificada jurisprudencialmente por la Honorable 
Corte Constitucional como excepcional, que justifique el hecho en que incurrió la administración, en el 
entendido de haberse producido fenómeno de tipo natural o similar, que imposibilitara totalmente a la 
Administración para resolver el recurso dentro del término de un año, considerado como plazo 
razonable más que suficiente para resolver una impugnación frente a una sanción administrativa, ya 
que el legislador al establecer un término claro y preciso en los cuales se tiene que resolver los 
recursos presentados contra los actos de carácter sancionatorio, previó un aspecto esencial del 
debido proceso, como al efecto lo señala la ya citada sentencia C-875 de 2011, al decir: 

"5.5.3. Lo expuesto le permite señalar a esta Corporación que el Congreso de la República en la norma 
parcialmente acusada cumplió con el deber de establecer términos claros y precisos en los cuales la 
administración tiene que resolver los recursos presentados contra los actos que imponen sanciones, porque éste 
es un aspecto esencial del debido proceso. En ese orden de ideas, el término de un año que fijó el precepto 
acusado se ajusta al derecho al debido proceso que se impone en toda clase de actuación estatal y que le 
permite al ciudadano, sujeto de la investigación, conocer con exactitud qué actuaciones debe desplegar el 
Estado para resolver su situación.  

Por ende, no existe asomo de duda sobre la importancia y la constitucionalidad del precepto acusado, en cuanto 
prevé un plazo razonable para que la administración resuelva el recurso de apelación interpuesto contra una 
decisión de carácter sancionatorio. El término de un (1) año se considera más que suficiente para resolver una 
impugnación frente a una sanción administrativa.  
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Contrario a lo que opina el ciudadano Lara Sabogal, la preeminencia de los derechos fundamentales en el marco 
de un Estado Social de Derecho exige del Estado actuaciones céleres y oportunas para garantizar lavigencia de 
un orden justo y una forma de lograr ese cometido es a través del establecimiento de plazos prebiscbs y de 
obligatoria observancia dentro de los cuales la administración debe desplegar su actuación, so Pena de 
consecuencias adversas por su inobservancia. 

Uno de esos efectos, sin lugar a dudas, es la procedencia del silencio administrativo positivo, como en el caso 
objeto de estudio, en donde la administración pierde la competencia para resolver el recurso interpuesto y el 
ciudadano que ha recurrido la decisión sancionatoria queda exonerado de la responsabilidad admin str. iva. En 
últimas, es un apremio para la administración negligente. Así lo ha reconocido esta Corporación n otras 
decisiones al prescribir que: 

"El silencio administrativo positivo opera de manera excepcional y su consagración legal es taxativa. Comiste en 
la presunción legal en virtud de la cual, transcurrido un término sin que la administración resuelva, se e tienden 
concedidos la petición o el recurso. Su finalidad es agilizar la actividad administrativa bajo criterios de celeridad y 
eficiencia. Constituye no sólo una garantía para los particulares, sino una verdadera sanción para la 
administración morosa" 

En el precepto parcialmente acusado, el legislador, en ejercicio de su libertad de configuración, decidió imponer 
una carga a la administración: resolver en tiempo el recurso interpuesto por el infractor, so pena de dejar sin 
efecto su actuación, sin que ello signifique, como lo afirma la demanda y algunos de los intervinientes, que se 
vulnere el derecho al debido proceso de aquella o la vigencia del orden justo, pues precisamente es al Estado al 
que le corresponde adoptar en lapsos prudenciales y razonables una decisión que ponga fin a la actuación  
administrativa de carácter sancionador. 

La procedencia del silencio administrativo positivo, en el caso en análisis, se considera razonable y proporcional, 
en la medida en que los intereses del Estado están protegidos cuando es a éste al que le corresponde resolver el 
recurso contra el 'acto sancionatorio y para ello cuenta con los elementos para hacerlo y pende sólo de su 
actividad. Es claro que al ente competente le basta analizar la solicitud contenida en el recurso y sopesara con el 
acto que impone la sanción y el expediente administrativo, es decir, no requiere de investigaciones exhaustivas ni 
agotar procedimientos que permitan afirmar que no es posible tomar una decisión en tiempo, salvo circunstancias 
excepcionales como la fuerza mayor o el caso fortuito, que justifiquen la mora en la resolución del recurso. En  
estos eventos, el silencio administrativo no operará y la administración así lo indicará en el acto que resuelva el 
correspondiente recurso, de esta manera quedan a salvo los intereses de la administración.  

Hecha la salvedad anterior, la Sala insiste en que la incorporación del silencio administrativo positiva, en los 
términos del precepto acusado, garantiza el derecho al debido proceso del ciudadano investigado y castiga la 
omisión del funcionario encargado de conocer la actuación. Se invierte así, una carga que aún hoy debe soportar 
el ciudadano, toda vez que en el código vigente, le corresponde a éste acudir ante la jurisdicción para desvirtuar 
las razones fictas de la negación del recurso, mientras que la administración, pese a tener los elemen'os para 
emitir una decisión, guarda silencio contrariando los presupuestos mismos de la organización estatal que tiene 
entre sus fundamentos el respeto por los derechos y garantías de los asociados. 

En otros términos, las consecuencias por las omisiones de la administración deben ser soportadas por ésta y no 
por el ciudadano, razón que justifica la intervención de/legislador para decidir en qué casos ha de e terderse el 
asunto resuelto a favor del ciudadano y cuando éste, pese a la negligencia estatal debe soportar cargas tales 
como acudir a la jurisdicción para que en dicha sede le 'resuelvan su derecho. Esta decisión del legislador debe 
consultar los intereses en discusión, para que la misma pueda calificarse de razonada y proporcional. 

En este punto es importante recordar que el nuevo Código Contencioso Administrativo, del cual hace parte el 
texto parcialmente acusado, se expidió bajo la égida de hacer compatible las actuaciones de la administración 
con los postulados de la Constitución de 1991, en especial, con la garantía, prevalencia y protección de los 
derechos fundamentales de los administrados, en donde se imponía modificar instituciones que asignaban 
cargas excesivas al ciudadano frente al Estado cuando era éste el que tenía del deber de poner su actividad al 
servicio de los derechos de aquél. Se lee en la exposición de motivos:" (...) 

En suma y conforme con la jurisprudencia transcrita, habiendo el legislador impuesto una carga a la 
administración como es la de resolver en tiempo el recurso interpuesto por el infractor, ya que es al 
Estado al que le corresponde adoptar en lapsos prudenciales y razonables la decisión que ponga fin a 
la actuación administrativa de carácter sancionatorio; o lo que es lo mismo, siendo un apremio para la 
administración, quien si no lo hizo, deberá correr con los efectos adversos señalados en la nonativa 
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del artículo 52 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, como 
es, perder la competencia para decidir el recurso de apelación, con ocasión de la operancia del 
silencio positivo administrativo, como lo señala la sentencia Constitucional hoy aplicada, al no haberse 
demostrado ninguna de las "circunstancias excepcionales como la fuerza mayor o el caso fortuito" o 
en la configuración de causales de suspensión de la actuación que prorroguen en el tiempo la 
competencia para el funcionario de resolver los recursos interpuestos, como efecto se presentaría 
para el trámite de los eventos contemplados en el artículo 11 del citado ordenamiento, relacionados 
con el trámite de impedimentos o recusaciones, situaciones que no aplican en lo absoluto, al caso 
sometido a consideración. 

Referente a la aplicación del silencio administrativo positivo y la imposibilidad de resolver con 
posterioridad a su operancia, se había establecido ya posición de vieja data por la Sección Tercera de 
lo Contencioso Administrativo del Honorable Consejo de Estado, al precisar los efectos y 
consecuencias del silencio de la administración ante las quejas, recursos, peticiones y reclamos, por 
no dar respuesta oportuna dentro del término legal, configurándose así el silencio administrativo 
positivo, lo cual se expresó en los siguientes términos: 

"El silencio administrativo puede definirse como "una presunción o ficción legal por virtud de la cual, transcurrido 
cierto plazo sin resolver la Administración, y producidas además determinadas circunstancias, se entenderá (o 
podrá entenderse) denegada u otorgada la petición o el recurso formulado por los particulares u otras 
administraciones". El silencio administrativo puede ser negativo o positivo. El primero se produce cuando 
transcurridos tres meses contados a partir de la presentación de una petición, no se notifica decisión que la 
resuelva (art. 40 C.C.A.); el segundo opera solamente en los casos expresamente previstos en disposiciones 
especiales (art. 41 C.C.A.). Entre ambos tipos de silencio pueden destacarse las siguientes diferencias: -
Producido el silencio positivo surge un acto administrativo presunto, en tanto que el silencio negativo no da 
origen a un acto y sólo está concebido como un mecanismo con efectos procesales que permite agotar la vía 
gubernativa. Hablar' de un acto negativo presunto, tal como lo hace el artículo 40 del Código Contencioso 
Administrativo en el caso del silencio administrativo con efectos negativos, es un error de técnica jurídica pues 
por definición un acto es una manifestación de voluntad que produce una modificación en el ordenamiento y con 
el silencio negativo no se genera ningún cambio, por el contrario, se mantiene una situación preexistente. -Como 
el silencio positivo produce un verdadero acto administrativo en el cual se reconocen derechos, una vez 
producido la administración no puede dictar un acto posterior contrario y sólo está facultada para revocarlo con el 
consentimiento expreso y escrito del titular o cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la 
ley, no esté conforme o atente contra el interés público o social, se cause agravio injustificado a una persona o 
fuere evidente que el acto ocurrió por medios ilegales (arts. 69 y 73 C.C.A.). En el silencio negativo, por el 
contrario, la administración tiene el deber de decidir sobre la petición inicial, mientras el interesado no haya 
acudido ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo (art. 60 C.C.A). Ahora bien: tanto vale no dictar el 
acto como dictarlo durante el término del silencio y no notificarlo o notificarlo con posterioridad, pues mientras el 
interesado desconozca su existencia le es inoponible, es decir, el acto no surte efectos y en consecuencia, el 
titular puede disfrutar de los derechos derivados del silencio positivo o acudir ante el juez en el caso del silencio 
negativo. A ésa conclusión se llega a partir de la simple lectura del artículo 40 C.C.A. Debe tenerse en cuenta 
que si una vez configurado el silencio administrativo positivo la administración expide un acto 
extemporáneo, contrario al acto presunto y el titular del derecho interpone recursos contra él, no por ello 
el acto derivado del silencio administrativo positivo pierde su eficacia, pues no es por su voluntad que el 
acto cobra existencia sino que él surge por virtud de la ley y en consecuencia, tales actuaciones 
posteriores serán inocuas. Por último debe precisarse que una vez se produzca el acto administrativo por 
haber operado el silencio positivo, la administración sólo debe proceder a reconocerle sus efectos sin 
que le corresponda declarar su existencia. El artículo 42 del Código Contencioso Administrativo solo 
establece la forma de acreditar su operancia." (Negrillas fuera de texto). 

Dicho de otra manera, observamos como la ocurrencia del silencio administrativo positivo por virtud de 
la ley, al presentarse las condiciones contempladas en la norma para tal efecto, impedía incluso en la 
vigencia del Decreto 01 de 1984, que se presentara un pronunciamiento posterior por parte de la 
administración que desconociera los efectos de su configuración, considerándose como inocuo el acto 
proferido en dicha circunstancia, teniendo así para el caso que se estudia, conforme las previsiones 
establecidas en el artículo 52 de la ley 1437 de 2011, no es posible que la administración se pronuncie 
con posterioridad a la ocurrencia del silencio administrativo positivo, cuando la configuración de las 
circunstancias previstas por el legislador para tal fin, genera como consecuencia de mayor gravedad 
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en nuestro ordenamiento vigente, la perdida automática de competencia para resolver los recursos 
interpuestos por el administrado. 

Téngase en cuenta que para el caso en examen, es clara la voluntad del legislador, de establecer 
dicho efecto de manera automática, una vez transcurre el término del año, contado a partir de la 
presentación de los recursos sin que la administración se hubiera pronunciado. 

Lo anterior considerando que para los casos específicos contemplados en los artículos 83 y 86 de la 
ley 1437 de 2011, en donde se consagra la aplicación del silencio administrativo negativo en lo 
referente a la presentación de peticiones y resolución de recursos, se establece claramente que la 
ocurrencia de dicha figura, no excusa a la administración del deber de decidir, es decir no le impide a 
la administración resolver sobre el particular, situación totalmente contraria a la establecida para la 
ocurrencia del silencio administrativo positivo prevista en el artículo 52 ibídem, en donde se contempló 
como consecuencia inmediata, la perdida de competencia para resolver el caso por parte la 
administración. 

En el presente caso, al revisarse detalladamente el plenario el Despacho observa que la sociedad 
BAVARIA S. A., interpuso el día 19 de Agosto de 2015 recurso de reposición y en subsidio de 
apelación contra la Resolución No. 000449 del 15 de Julio de 2015, lo que determina que la 
administración solo tenía competencia temporal para decidir los mencionados recursos hasta el 19 de 
Agosto de 2016; no obstante, se evidencia que la Coordinación del Grupo de Prevención, Inspección, 
Vigilancia y Control se pronunció del recurso de reposición el 22 de Enero de 2016 y remitió el 
expediente al Despacho de la Dirección Territorial para que se surtiera la apelación el 7 de Marzo de 
2016. 

Posteriormente se repartió a un profesional de la Dirección Territorial para el respectivo estudio y 
proyección del acto administrativo a que haya lugar, haciéndolo llegar el expediente nuevamente a 
éste Despacho el 19 de Octubre de 2016, fecha ante la cual ya, frente al recurso de apelación 
presentado por la sociedad BAVARIA S. A., se había cumplido el año del que trata el artículo 52 de la 
Ley 1437. 

En consecuencia bajo este contexto, para el Despacho de la Dirección Territorial es claro que en el 
caso particular y concreto analizado, la administración perdió competencia para decidir el recurso de 
apelación, y por ello se abstendrá de decidir el aludido recurso. 

En mérito de lo anteriormente expuesto, éste Despacho 

RESUELVE 

ARTÍCULO 1° Declárese la pérdida de competencia de la Dirección Territorial del Atlántico para 
decidir el recurso de apelación interpuesto por la sociedad BAVARIA S. A. contra la Resolución 
número 000449 del 15 de Julio de 2015 emitida por la Coordinación del Grupo de Prevención, 
Inspección, Vigilancia y Control de la Dirección Territorial del Atlántico, y en consecuencia, entiéndase 
fallado el recurso de apelación, a favor del recurrente. Lo anterior con fundamento en las razones 
expuestas en la parte motiva. 

ARTÍCULO 2° Contra esta decisión no procede ningún recurso. 

ARTÍCULO 3° En firme la presente decisión, remítanse las diligencias al Despacho de origen para lo 
de su competencia. 



Dir ctor Territorial del 

RESOLUCIÓN NÚMERO 	 HOJA 7 de 7 379 

"Por la cual se declara la pérdida de competencia contemplada en el artículo 52 de la Ley 1437 
de 2011" 

ARTÍCULO 4° Notificar personalmente o en su defecto por aviso el contenido del presente acto 
administrativo a los interesados, a través de sus representantes legales, o a quien éstos autoricen, en 
los términos previstos en los artículos 66 y subsiguientes del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo. 

SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES DE LA EMPRESA BAVARIA 
"SINALTRAEMBAV", en la calle 24 A No. 37 — 37, Barrio Salamanca del Municipio de Soledad 
— Atlántico y carrera 42 A No. 27 C — 39 del Municipio de Soledad — Atlántico. 

BAVARIA S. A., en la carrera 53 A No. 127 — 35 de Bogotá D. C. y en la calle 10 No. 38 — 260 
de Barranquilla D.E.I.P., correo para notificaciones judiciales notificaciones©co.ab-inbev.com  

Apoderado de Bavaria S. A, doctor Charles Chapman López, en la calle 77 B No. 59 — 61, 
Centro Empresarial Las Américas II, Oficina 901, de Barranquilla D.E.I.P. 

Dada en Barranquilla, a los 

Transcriptor/Elaboró: E García 
Revisó/Aprobó: Ofelia H 

1 



loolr TODOS POR UN 
NUEVO PAÍS 

PUBLICACIÓN DEL AVISO Y DE COPIA INTEGRA DEL ACTO ADMINISTRATIVO A NOTIFICAR 

INTRABAJO 

EN CARTELERA 
UBICADA EN LUGAR DE ACCESO AL PÚBLICO DE LA DIRECCIÓN TERRITORIAL DEL ATLÁNTICO 

Artículo 69 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

Barranquilla, Doce (12) días de marzo de 2018, siendo las 8:00 a.m. 

PARA NOFICAR: RESOLUCION N° 00000398 de 24/04/2017 al Señor Representante Legal SINDICATO NACIONAL DE 
TRABAJADORES DE LA EMPRESA "BAVARIA" SINALTRAEMBAV 

En la Oficina de notificaciones de la Dirección Territorial del Atlántico y una vez se tiene como DEVUELTA por parte de la empresa 
4-72 (entidad de correos oficial) la cual fue remitida al Señor Representante Legal SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES 
DE LA EMPRESA "BAVARIA" SINTRAEMBAV mediante formato de guía numero PC001849779CO,según la causal: 

DIRECCION ERRADA  NO RESIDE X DESCONOCIDO 
REHUSADO  CERRADO FALLECIDO 
FUERZA MAYOR  NO EXISTE NUMERO NO RECLAMADO 
NO CONTACTADO APARTADO CLAUSURADO 

AVISO 

FECHA DEL AVISO  12 de marzo del 2018 
ACTO QUE SE NOTIFICA RESOLUCION No 000000398 del 24 de abril del 2017 "Por la cual se declara la perdida de 
	  competencia contemplada en el articulo 52 de la ley 1437 de 2011" 

AUTORIDAD QUE LA 
EXPIDIÓ  

Dirección Territorial Atlántico 

RECURSOS QUE 
LEGALMENTE PROCEDEN  

No proceden recurso alguno 

AUTORIDADES ANTE 
QUIENES DEBEN 
INTERPONERSE  
PLAZO PARA PRESENTAR 
LOS RECURSOS  
ADVERTENCIA 
	  lugar de destino. 

La notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega del aviso en el 

ANEXO Copia, integra y gratuita del acto administrativo notificado (04) hojas (07) paginas 

La suscrita funcionaria encargada PUBLICA en cartelera situada en lugar de fácil acceso al público de ésta Dirección Territorial, 
el presente aviso y el referido acto administrativo, por término de cinco (5) días hábiles, contados a partir de hoy 12/03/2018 

En constancia. 

Siendo las 5:00 p. m. del día de hoy ZfJ O 3 -Zoos 	, se retira la publicación del presente Aviso; advirtiéndose que 
contra el acto administrativo RESOLUCION No 00000398 de 24/04/2017 contra la presente no proceden recurso alguno. 

Advirtiendo que la presente notificación se considera surtida al finalizar el dia hábil siguiente al retiro de la publicación del aviso. 

La notificación personal al Señor Representante Legal SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES DE LA EMPRESA 
"BAVARIA" SINALTRAEMBAV 

queda surtida por medio de la publicación del presente aviso, en la de la fecha  Z2--01 —2018 	. 
En constancia: 

YURANI 	ASTIBLANCO PEREZ 
uxiliar Administrativo 

Dirección: Carrera 49 No 72 — 46 Barrio Prado Barranquilla, Atlántico — Colombia 
PBX: 3693919 
www.mintrabajo.gov.co  

YURANIS PA'd<t),IL C STIBLANCO PEREZ 
A xiliar Administrativo 
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